
A juicio de la recurrente, el Tribunal de Primera Instancia
cometió una irregularidad de procedimiento al no haber recono-
cido la existencia de una discrepancia evidente entre los criterios
para la adjudicación previstos en el punto 5.2 del Informe del
Comité de Evaluación y los mencionados en el punto 5.4 del
mismo Informe y al haber interpretado erróneamente las
normas procesales pertinentes sobre la carga de la prueba. En
concreto, el Tribunal de Primera Instancia califica una discre-
pancia evidente de «error tipográfico» sin sustentar esta aprecia-
ción en ningún elemento de prueba, que, en todo caso, no
puede deducirse del contenido del propio Informe del Comité
de Evaluación.

Además, en la sentencia recurrida no se analizan las consecuen-
cias que ocasiona el incumplimiento por la Comisión de su
deber de diligencia y del principio de buena administración.
Dado que el Tribunal de Primera Instancia, pese a constatar que
la actuación de la Comisión no era conforme a Derecho, no
anuló la decisión impugnada, aplicó incorrectamente las disposi-
ciones relevantes.

La recurrente alega que el Tribunal de Primera Instancia también
aplicó incorrectamente las disposiciones relativas a la obligación
de la entidad adjudicadora de motivar su decisión, que impli-
caban la anulación de la adjudicación del contrato. La informa-
ción que recibió la recurrente por carta de 10 de diciembre
de 2004 se limita a la puntuación y a algunos comentarios
generales extraídos del Informe del Comité de Evaluación. Por
consiguiente, el Tribunal de Primera Instancia ha desnaturali-
zado las pruebas que se le presentaron, de tal modo que debe
anularse la sentencia recurrida.
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Cuestiones prejudiciales

1) ¿Puede interpretarse el principio de «quien contamina paga»,
enunciado en el artículo 174, párrafo segundo, del Tratado
constitutivo de la Comunidad Europea, en el sentido de que,
aunque sea únicamente con carácter excepcional, las obliga-
ciones de adoptar medidas de protección de emergencia, de
saneamiento y de restablecimiento ambiental de un sitio

contaminado (y/o los costes correspondientes) pueden impo-
nerse a una persona ajena a la emisión de las sustancias que
han puesto en peligro desde un punto de vista ecológico de
dicho sitio? O bien, caso de respuesta negativa, ¿se opone
dicho principio a una normativa nacional y/o a una práctica
administrativa que impone las obligaciones de adoptar
medidas de protección de emergencia, de saneamiento y de
restablecimiento ambiental de un sitio contaminado (y/o los
costes correspondientes) a una persona que sostiene ser ajena
a la emisión de las sustancias que han puesto en peligro
desde el punto de vista ecológico del citado sitio, sin que
previamente se haya comprobado e identificado la responsa-
bilidad en términos de relación de causalidad o por el mero
hecho de que opere o sea titular de derechos reales y/o de
empresa en un terreno contaminado, en vulneración o
inaplicación del principio de proporcionalidad?

2) ¿Se opone el principio de «quien contamina paga» a una
norma nacional, en particular el artículo 2050 del codice
civile (Código civil italiano), que permite a la Autoridad
Pública, cuando varias empresas industriales operan en el
lugar contaminado, imponer a éstas los gastos de sanea-
miento de dicho sitio, sin antes comprobar individualmente
las respectivas responsabilidades en la contaminación, o bien
por el mero hecho de que estén en una posición cualificada
debido a la titularidad de medios de producción y, por tanto,
sean objetivamente responsables de los daños que causan al
medio ambiente, pueden ser obligadas a restablecer el área
afectada por la contaminación sin que la contaminación les
sea imputada en virtud de una relación de causalidad mate-
rial y en proporción a ésta?

3) ¿Se opone la Directiva comunitaria en materia de
resarcimiento por daños medioambientales (Directiva
2004/35/CE (1), de 21 de abril de 2004, y, en particular, el
artículo 7 y el anexo II de la misma), a una normativa
nacional que permite a la administración pública imponer,
en cuanto «opciones razonables reparadoras del daño
medioambiental», actuaciones en las matrices medioambien-
tales (que consisten, en el caso de autos, en la «separación
física» de las aguas subterráneas a lo largo de todo el frente
marítimo) distintas y posteriores a las elegidas previamente
tras la debida fase de instrucción de carácter contradictorio,
ya aprobadas, realizadas y en curso de ejecución y además
sin haber evaluado las condiciones específicas del sitio, los
gastos de ejecución en relación con los beneficios razonable-
mente previsibles, los posibles o probables daños colaterales
y los efectos desfavorables posibles sobre la salud y la segu-
ridad públicas, así como el tiempo necesario para su ejecu-
ción?

4) A la vista de la particularidad de la situación que existe en el
sitio de interés nacional de Priolo, ¿se opone la Directiva
comunitaria en materia de resarcimiento por daños
medioambientales (Directiva 2004/35/CE, de 21 de abril
de 2004, y, en particular, el artículo 7 y el anexo II de la
misma), a una normativa nacional que permite a la adminis-
tración pública imponer de oficio tales exigencias, como
requisitos para autorizar el uso legal de zonas no directa-
mente afectadas por el saneamiento, en la medida en que ya
han sido saneadas o no fueron contaminadas, incluidas en el
perímetro del sitio de interés nacional de Priolo?

(1) DO L 143, p. 56.
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